
drid, el día 16 de septiembre de 1982, correspondiente al dia 
25 del mes de Bhadra, 1904, en seis originales, dos en español, 
dos en hindú y dos en inglés, siendo todos igualmente válidos.

Por el Gobierno de España: 
José Pedro Pérez-Llorca 

y Rodrigo,
Ministro de Asuntos Exteriores

Por el Gobierno de la India: 
Sheila Kaul,

Ministro de Estado para 
la Educación y Bienestar Social

El presente Convenio entró en vigor el día 11 de mayo de 
1983, treinta días después de la fecha en que se realizó el Canje 
de Instrumentos de Ratificación de las dos Partes Contratantes, 
de conformidad con lo establecido en el artículo XII del citado 
Convenio.

Lo qué se hace público para conocimiento general.
Madrid, 12 de mayo de 1983.—El Secretario general técnico 

del Ministerio de Asuntos Exteriores, Ramón Villanueva Etche- 
verría.

MINISTERIO DE JUSTICIA

15438 REAL DECRETO 1415/1983, de 30 de marzo, sobre 
modificación del Decreto 1530/1968, de 12 de junio, 
por el que se aprueba el Reglamento Orgánico del 
Ministerio de Justicia en lo relativo a la Comisión 
de Asistencia Social.

La Ley Orgánica General Penitenciaria 1/1979, de 26 de sep­
tiembre, dispuso en su artículo 74 la creación de la Comisión 
de Asistencia Social, como Organismo encargado de prestar la 
asistencia social  necesaria a los internos, los liberados y los 
familiares de unos y otros, y al mismo tiempo estableció que 
la estructura y funciones de dicha Comisión se determinarían 
en el Reglamento Orgánico del Ministerio de Justicia.

La disposición transitoria segunda, apartado c), del Regla­
mento Penitenciario aprobado por el Real Decreto 1201/1981, de 
8 de mayo, dejó provisionalmente en vigor los artículos del 
Reglamento de 2 de febrero de 1956, relativos al Patronato Cen­
tral de Nuestra Señora de la Merced, así como las disposiciones 
reguladoras de éste, hasta que se promulgue la normativa que 
regule la Comisión de Asistencia Social, creada por el citado 
artículo 74 de la Ley Orgánica General Penitenciaria.

Habiendo entrado ya en vigor el Reglamento Penitenciario 
de 8 de mayo de 1981, resulta urgente regular aquellos aspectos 
del sistema penitenciario no desarrollados en el mismo, con el 
fin de que el sistema cobre coherencia y puedan encontrar el 
máximo nivel de aplicación los preceptos de la Ley Orgánica 
General Penitenciaria. Esta necesidad se muestra especialmente 
acuciante en materia de asistencia social penitenciaria y pos­
penitenciaria, sin cuyo debido funcionamiento pueden malo­
grarse los posibles resultados del tratamiento penitenciario reso- 
cializador.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia y previa 
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 
30 de marzo de 1983,

DISPONGO:

Artículo 1.º Los artículos 98 a 105 y el epígrafe 7,02 que los 
precede del Decreto 1530/1968, de 12 de junio, por el que se 
aprobó el Reglamento Orgánico del Ministerio de Justicia, que­
darán redactados en la siguiente forma:

«7,02. Comisión de Asistencia Social.

Competencia

Art. 98. La Comisión de Asistencia Social es un Organis­
mo dependiente de la Dirección General de Instituciones Peni­
tenciarias, con la misión de prestar a los internos y liberados 
condicionales o definitivos y a los familiares de unos y otros 
asistencia social y ayuda moral y material.

También encauzará de forma permanente la colaboración 
de las Instituciones y Entidades dedicadas a la asistencia de los 
internos y la rehabilitación de los excarcelados.

Estructura orgánica

Art. 99. La Comisión de Asistencia Social se estructura 
en los siguientes órganos:

7,021. Comisión Central de Asistencia Social.
7,022. Secretaría General.
7,023. Comisiones Provinciales o Locales de Asistencia Social.
7,021. Comisión Central de Asistencia Social.

Art. 100. l. La Comisión Central de Asistencia Social os­
ará compuesta de la siguiente forma:

Presidente: El Ministro de Justicia.
Vicepresidente: El Director general de Instituciones Peniten­

ciarias.

Vocales:

El Director general del Instituto Nacional de Empleo.
El Director general del Instituto Nacional de Seguridad 

Social.
El Director general del Instituto Nacional de Asistencia 

Social.
El Presidente del Instituto Nacional de Asistencia y Promo­

ción al Estudiante.
El Presidente de la Federación de Asociaciones de Asistentes 

Sociales.
El Presidente de la Obra de Protección de Menores.
Un representante del Consejo General del Poder Judicial.
Un representante del Consejo General de la Abogacía.
Los Jefes de Servicio de la Dirección General de Instituciones 

Penitenciarias.
Secretario: El titular de la Secretaría General.

2. Corresponde a la Comisión Central de Asistencia Social:

a) Dirigir, controlar y fomentar las actividades de asisten­
cia social penitenciaria.

b) Aprobar el programa general de actividades y la distri­
bución de los fondos precisos, y señalar las directrices generales 
de actuación de todos los órganos de la Comisión de Asistencia 
Social.

c) Aprobar las propuestas de nombramiento de Secretarios 
Coordinadores de las Comisiones Provinciales o Locales, asi 
como su remoción y sustitución.

d) Cuantas tareas generales estime convenientes para el 
mejor funcionamiento de la Comisión de Asistencia Social.

3. La Comisión Central se reunirá, al menos, una vez al 
trimestre, previa convocatoria de su Presidente. Su actuación 
se ajustará a las normas que para los órganos colegiados se 
establecen en el capítulo II del título I de la Ley de Procedi­
miento Administrativo.

7,022. Secretaría General.

Art. 101. 1. La Secretaría General, cuyo nivel orgánico
corresponde al de Servicio, tiene atribuidas las funciones de 
asistencia constante a las Comisiones Provinciales o Locales, 
sirviendo como órgano de relación entre éstas y a Comisión 
Central, y pudiendo interesar informes y antecedentes de los 
expedientes de internos y tutelados que dependan de las mismas.

2. Particularmente tiene a su cargo:

a) Dirigir y coordinar todos los servicios asistenciales de 
las Comisiones Provinciales y Locales, y elaborar las instruc­
ciones y circulares que fueran necesarias.

b) Ejecutar los acuerdos de la Comisión Central.
c) Recibir y someter a la Comisión Central las Memorias 

y programas de actuación de las Comisiones Provinciales y Lo­
cales.

d) Proponer a la Comisión Central los nombramientos, ceses 
y sustituciones de Secretarios Coordinadores.

e) Informar con carácter preceptivo los expedientes disci­
plinarios de los funcionarios de las Comisiones Provinciales o 
Locales, así como los de concesión de méritos de todos los miem­
bros de dichas Comisiones.

f) Asumir el conocimiento, informe y gestión sobre la mate­
ria económica propia de la Comisión de Asistencia Social, cui­
dando de que esta actividad se desarrolle de acuerdo con lo 
dispuesto por las normas aplicables y preparando el antepro­
yecto de presupuesto de dicha Comisión.

Art. 102. 1. La estructura orgánica de la Secretaría General 
es la siguiente:

7,022. a) Vicesecretaría de Trabajo Social.
7,022. b) Vicesecretaría de Relaciones Administrativas y 

Económicas.

2. La Vicesecretaría de Trabajo Social, cuyo nivel orgánico 
corresponde al de Sección, tiene a su cargo:

a) Coordinar las actividades de las Comisiones Provinciales 
y Locales en relación con las gestiones a efectuar para la colo­
cación de los liberados condicionales en puestos de trabajo.

b) Mantener las oportunas relaciones con Organismos pú­
blicos que, a nivel estatal, puedan cooperar en las tareas de 
reinserción social de los internos y liberados.

c) Gestionar con las representaciones diplomáticas acredi­
tadas en España los asuntos de su competencia que tengan 
pendientes internos súbditos de aquellos países.

d) Conocer y orientar las actividades de los equipos do 
Asistentes Sociales dependientes de las Comisiones Provinciales 
y Locales, en especial las relativas al seguimiento y control de 
los liberados condicionales.

e) Impulsar y coordinar los estudios estadísticos que, en 
relación con los asuntos de su competencia, elaboren las Comi­
siones Provinciales y Locales.

f) Dirigir las actuaciones encaminadas a la ayuda material 
y moral a las familias de internos y liberados.

g) Confeccionar y custodiar un fichero comprensivo de todas 
las personas tuteladas por la Comisión de Asistencia Social.



3. La Vicesecretaría de Relaciones Administrativas y Eco­
nómicas, cuyo nivel orgánico corresponde al de Sección, tiene 
a su cargo:

a) Tramitar todos los asuntos administrativos referentes al 
personal dependiente de las Comisiones Provinciales y Locales, 
manteniendo las oportunas relaciones con la Sección de Perso­
nal de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias.

b) Llevar un fichero comprensivo de todos los nombramien­
tos y ceses de Vocales de las respectivas Comisiones.

c) Llevar la contabilidad de la Comisión de Asistencia 
Social.

d) Tramitar, examinar y, en su caso, proponer la aprobación 
de las cuentas justificativas y en firme formuladas por las dis­
tintas Comisiones Provinciales y Locales.

e) Preparar el anteproyecto de presupuesto de la Comisión 
de Asistencia Social.

7,023. Comisiones Provinciales o Locales.

Art. 103. 1. Habrá Comisiones Provinciales o Locales de 
Asistencia Social en todas las localidades que determine la 
Comisión Central y estarán constituidas por los siguientes 
miembros:

Un Presidente designado por votación entre los miembros 
de la Comisión respectiva.

Un Secretario Coordinador, dedicado únicamente a las tareas 
de asistencia social penitenciaria, que pertenecerá a alguno de 
los Cuerpos de Funcionarios de Instituciones Penitenciarias, pro­
curándose que tenga una titulación adecuada en Ciencias hu­
manas o una acreditada experiencia en funciones asistenciales.

Un representante, en su caso, de la Comunidad Autónoma.
Un representante de la Diputación Provincial.
Un representante del Ayuntamiento donde radique el Centro 

Penitenciario.
Un representante del Colegio de Abogados correspondiente.
El Delegado provincial o local del Instituto Nacional de 

Empleo.
El Delegado provincial o local del Instituto Nacional de 

Seguridad Social.
El Secretario provincial de la Obra de Protección de Menores.
El Director provincial o local del Instituto Nacional de Asis­

tencia Social.
El Presidente de la Asociación Provincial de Asistentes So­

ciales
El Director provincial del Ministerio de Educación y Ciencia, 

que podrá delegar en el Jefe del Servicio Provincial del Insti­
tuto Nacional de Asistencia y Promoción al Estudiante.

Las personas que, por su dedicación personal o profesional 
en Organizaciones Sindicales y Empresariales u Organismos 
privados de asistencia social, el Secretario Coordinador estime 
oportuno adscribir a la Comisión, previo informe del Secretario 
General.

En las Comisiones Locales se prescindirá de los Vocales re­
presentantes de la Comunidad Autónoma y de la Diputación 
Provincial que no radiquen en el municipio en el que se en­
cuentre el establecimiento penitenciario. De igual forma se 
procederá respecto al Presidente de la Asociación Provincial 
de Asistentes Sociales y al Secretario provincial de la Obra de 
Protección de Menores.

2. Corresponde a las Comisiones Provinciales y Locales de 
Asistencia Social la ejecución de las directrices cursadas por 
la Comisión Central en orden a la reinserción de internos y libe­
rados y ayuda a sus familiares, y especialmente:

a) Resolver con carácter ejecutivo los asuntos que afecten 
al funcionamiento y organización de la Comisión, de acuerdo 
con las directrices generales aprobadas por la Comisión Central.

b) Elaborar los planes generales de actuación y los progra­
mas de necesidades de la Comisión y someterlo a la Secretaría 
General.

c) Atender las cuestiones y peticiones formuladas por los 
internos y sus respectivas familias, ayudándoles moral y mate­
rialmente.

d) Procurar por todos los medios a su alcance la reinserción 
social de los liberados condicionales o definitivos que se encuen­
tren bajo su tutela, así como su colocación en centros de trabajo, 
cuidando de que dicha actividad se realice de acuerdo con las 
exigencias del tratamiento y de que los trabajadores y sus 
familiares disfruten de las prestaciones de la Seguridad Social.

e) Acoger a los familiares de los liberados, prestándoles 
ayuda en lo posible y cuidando, especialmente, de la educación 
y formación de sus hijos en Instituciones escolares y educativas 
adecuadas, sin discriminación alguna.

f) Informar, cuando los órganos judiciales o administrativos 
encargados de la vigilancia de los liberados condicionales lo 
soliciten, sobre el modo de vida y la reinserción social de los 
mismos, así como respecto a las ofertas de trabajo y gestiones 
para encontrar empleo.

g) Dirigir a la Comisión Central de Asistencia Social, a 
través del Secretario General, cuantas sugerencias estime de 
interés en el cumplimiento de sus fines.

3. Corresponde al Secretario Coordinador:

a) Representar a la Comisión de Asistencia Social en su 
provincia o localidad.

b) Disponer las convocatorias, fijar el orden del día y, en 
ausencia de su Presidente, presidir las reuniones de la Comisión.

c) Redactar las actas donde se tome razón de los acuerdos 
adoptados en cada reunión. Estos acuerdos habrán de llevar el 
visto bueno del Presidente.

d) Impulsar y coordinar toda la actividad de la Comisión, 
manteniendo a estos efectos las relaciones oportunas con los 
Organismos públicos y privados pertinentes.

e) Autorizar los gastos de la Comisión, firmando con el 
Presidente las cuentas que hayan de rendirse.

f) Proponer a la Comisión Central, a través del Secretario 
General, la estructura de la plantilla y los servicios necesarios 
para el funcionamiento de la Comisión.

g) Mantener una constante coordinación entre los Asistentes 
Sociales, con los que trabajara siempre en equipo, sirviendo de 
enlace entre la Comisión y Equipo de Observación o de Trata­
miento del correspondiente Centro penitenciario.

h) Presentar anualmente a la Secretaria General la Memo­
ria de las actividades desarrolladas por la Comisión.

i) Firmar y cursar las comunicaciones de trámite. En caso 
de traslado de Centro penitenciario o de residencia de los tute­
lados, se comunicarán al Secretario Coordinador de la Comisión 
correspondiente con antelación precisa el destino, el domicilio, 
en su caso, y antecedentes necesarios para asegurar la conti­
nuidad de la labor asistencial.

j) Comunicar, a la mayor brevedad posible, a la Secretaria 
General las altas, bajas a incidencias que se produzcan en 
relación con los tutelados.

4. Las Comisiones Provinciales o Locales se reunirán men­
sualmente y cuando por razones extraordinarias fuera necesa­
rio, previa convocatoria del Secretario Coordinador. Este y los 
Asistentes Sociales mantendrán constantemente la adecuada 
relación para la mayor eficacia de la labor asistencial.

Art. 104. 1. El equipo de Asistencia Social Penitenciaria 
adscrito a cada Comisión Provincial o Local, lo será en número 
necesario para atender a las necesidades derivadas de la pobla­
ción penitenciaria y del entorno social e industrial. El número 
mínimo será de un Asistente Social por cada 50 tutelados y, 
en todo caso, uno al menos en cada Comisión Provincial o Local. 
Uno de los miembros del equipo asistirá como Vocal a las 
reuniones de la Comisión, sin perjuicio de la asistencia de los 
demás cuando sean requeridos por el Secretario Coordinador.

2. Las funciones de los Asistentes Sociales penitenciarios, 
bajo la dirección del Secretario Coordinador en cada Comisión 
Provincial o Local, serán las que se detallan a continuación, sin 
perjuicio de lo establecido en los artículos 301 y 302 del vigente 
Reglamento Penitenciario:

a) La asistencia directa tanto a los reclusos como a los 
liberados y sus familiares en el plano socio-familiar, en sus 
aspectos preventivo y rehabilitador, prestándoles la ayuda y 
consejo posibles.

b) Ejercer la actividad profesional propia de la asistencia 
social, con arreglo a los planes y programas de la Comisión 
Central de Asistencia Social, respetando los principios del tra­
bajo social y guardando el debido secreto profesional.

c) Cumplir los Reglamentos, normas e instrucciones ema­
nados de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias.

d) Participar, a requerimiento del correspondiente Secreta­
rio Coordinador, en las sesiones de la Comisión Provincial o 
Local correspondiente, asi como en las reuniones de grupos 
de trabajo.

e) Informar a los Organismos judiciales y de la Dirección 
General de Instituciones Penitenciarias sobre aquellos asuntos 
de su competencia relativos a la asistencia social.

f) Cumplimentar la documentación establecida.
g) Redactar las estadísticas mensuales y elaborar resúmenes 

anuales para la confección de la correspondiente Memoria.
h) Realizar investigación social sobre el trabajo de asisten­

cia social y su eficacia.
i) La proyección exterior de la asistencia social penitenciarla 

en coordinación con los servicios sociales públicos o privados.

Art. 105. Las sedes y oficinas de las Comisiones Provinciales 
o Locales de Asistencia Social se encontrarán situadas fuera de 
los Centros penitenciarios, sin perjuicio de que en cada uno 
de éstos se habilite un despacho debidamente acondicionado 
para mantener las entrevistas necesarias.de coordinación o asis­
tencia social con los internos del Centro.»

Art. 2.º En el artículo 90 del Decreto 1530/1968, de 12 de 
junio, se sustituirá la expresión «7,02. El Patronato de Nuestra 
Señora de la Merced» por «7,02. La Comisión de Asistencia 
Social».

Art. 3.º En el articulo 115, 1, del mencionado Decreto se 
sustituirá la referencia al Secretario de la Comisión de Protec­
ción y Tutela del Patronato de Nuestra Señora de la Merced 
por el Secretario General de la Comisión de Asistencia Social.



DISPOSICION TRANSITORIA

Hasta que se constituyan la Comisión Central de Asistencia 
Social y las Comisiones Provinciales o Locales seguirán en fun­
cionamiento los órganos respectivos del Patronato de Nuestra 
Señora de la Merced.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan derogadas cuantas disposiciones se opongan al pre­
sente Real Decreto.

Dado en Palma de Mallorca a 30 de marzo de 1983.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,
FERNANDO LEDESMA BARTRET

15439 REAL DECRETO 1416/1983, de 11 de mayo, por el 
que se revisa el número de Salas y Secciones de 
los Tribunales colegiados y las plantillas orgáni­
cas del personal.

El artículo 22 de la Ley 11/1966, de 10 de marzo, sobre re­
forma orgánica de los funcionarios de la Administración de 
Justicia, faculta al Gobierno para revisar cada dos años el 
número de Salas y Secciones de los Tribunales Colegiados y las 
plantillas orgánicas del personal, a fin de ajustarlas a las ne­
cesidades del servicio.

Transcurrido un tiempo excesivo desde la última revisión 
y conocidas las necesidades de plantilla de la Carrera Judicial, 
es el momento oportuno para proceder a una nueva revisión, 
teniendo en cuenta que la Ley 35/1979, de 16 de noviembre, in­
crementó sustancialmente la plantilla de la Carrera Judicial y 
que los Presupuestos Generales del Estado han incorporado do­
taciones suficientes para su efectividad.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, oido el 
Consejo General del Poder Judicial y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 11 de mayo de 1983,

DISPONGO:

Artículo l.° 1. Se crea una Sección en cada una de las 
Audiencias Provinciales que se relacionan: Murcia, Barcelona, 
La Coruña, Pontevedra, Málaga, Madrid, Cádiz, Córdoba, Va­
lencia y Zaragoza.

2. Las nuevas Secciones se denominarán con el número or­
dinal que, respectivamente, les corresponda.

Art. 2.º Se crea una nueva Sala de lo Civil y otra de lo 
Contencioso-Administrativo en la Audiencia Territorial de Ma­
drid, que se denominarán con el número ordinal que les corres­
ponda en cada caso.

Art. 3.° Se crean dos plazas de Magistrado en la Audiencia 
Provincial de Oviedo y una en las Salas o Audiencias Pro­
vinciales que se relacionan: Audiencia Provincial de Badajoz, 
Salas de lo Civil y de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Barcelona, Audiencia Provincial de San­
tander. Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Territorial de La Coruña; Sala de lo Civil, Contencioso-Admi­
nistrativo y Audiencia Provincial de la Audiencia Territorial 
de Granada; Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de 
Oviedo, Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Territorial de Sevilla; Salas Primera y Segunda de lo Civil y 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Valencia y Sala de lo Civil y Audiencia Provincial de la Au­
diencia Territorial de Valladolid.

Art. 4.° La plantilla orgánica de cada una de las Salas o 
Secciones que se crean en este Real Decreto será la misma 
que las de igual clase en su respectiva Audiencia Territorial 
o Provincial, excepto las Secciones de La Coruña, Málaga, Mur­
cia y Zaragoza, cuya composición será de un Presidente y dos 
Magistrados.

Art. 5.° 1. La provisión de los nuevos destinos se acomo­
dará a los Reglamentos Orgánicos del. personal respectivo.

2. En las Secciones en su día suprimidas, que se restablecen 
por el presente Real Decreto, quedarán integrados los Magis­
trados de aquellas que todavía permanezcan en la Audiencia 
adscritos a otras Secciones, si no se amortizó la correspondien­
te plaza.

Art. 6.° Las nuevas Salas y Secciones, asi como las nuevas 
plazas creadas por el presente Real Decreto, iniciarán sus acti­
vidades el día 1 de septiembre de 1983.

Art. 7.° Se faculta al Ministerio de Justicia para adoptar, 
en el ámbito de su competencia, cuantas medidas exija la eje­
cución de lo establecido en el presente Real Decreto.

Dado en Madrid a 11 de mayo de 1983.

 JUAN CARLOS R.
El Ministro de Justicia.

FERNANDO LEDESMA BARTRET

15440 REAL DECRETO 1417/1983, de 25 de mayo, por el 
que se complementa la disposición transitoria del 
Estatuto General de los Procuradores de los Tri­
bunales.

Las disposiciones orgánicas reguladoras de la profesión de 
Procurador de los Tribunales exigen, como regla general para 
el ejercicio de esta profesión, hallarse avecindado en el pueblo 
de la residencia del Juzgado correspondiente. Son frecuentes, 
sin embargo, los casos en que por alteración del territorio de 
determinados partidos judiciales los Procuradores en éstos ejer­
cientes ven limitado su campo tradicional de actividad al no 
existir norma de carácter transitorio que regule tales supues­
tos. Para evitar los perjuicios que en estos casos se originan, de 
acuerdo con la petición formulada por el Consejo General de 
los Ilustres Colegios de Procuradores de España, en uso de las 
facultades conferidas por la disposición final de la Ley de 
Colegios Profesionales, a propuesta del Ministro de Justicia 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión 
del día 25 de mayo de 1983,

DISPONGO:

Artículo l.° Se agrega un segundo párrafo a la disposición 
transitoria del Estatuto General de los Procuradores de los Tri­
bunales, aprobado por Real Decreto 2046/1982, de 30 de julio, 
redactado en los siguientes términos:

«Cuando las disposiciones que alteren la demarcación judi­
cial no dispongan otra cosa, los Procuradores que con seis me­
ses de antelación vinieran actuando en partidos afectados por 
aquéllas podrán continuar su ejercicio profesional en el mismo 
territorio aunque se haya distribuido en Juzgadas distintos, con 
la obligación de residir en la localidad cabecera de uno de éstos 
y abrir despacho en las poblaciones en que estén instalados los 
restantes.»

Art. 2.° Lo dispuesto en el artículo anterior será aplicable 
a las alteraciones de partidos judiciales operadas a partir de la 
Ley 12/1982, de 31 de marzo.

Dado en Madrid a 25 de mayo de 1983.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Justicia,
FERNANDO LEDESMA BARTRET

MINISTERIO
DE ECONOMIA Y HACIENDA

15441 REAL DECRETO 1418/1983, de 25 de mayo, por el 
que se prorroga el plazo de validez de los certifi­
cados expedidos por la Secretaría de la Junta Con­
sultiva de Contratación Administrativa, al amparo 
de lo ordenado en la disposición transitoria segunda 
del Decreto 1005/1974, de 4 de abril.

El Real Decreto 609/1982, de 12 de febrero, en su disposición 
transitoria suspendía la validez de los certificados expedidos 
por la Secretaría de la Junta Consultiva de Contratación Admi­
nistrativa, al amparo de lo ordenado en la disposición transi­
toria segunda del Decreto 1005/1974, de 4 de abril, a partir del 
día 1 de junio de 1983. 

Con el fin de cumplimentar lo dispuesto en el referido Real 
Decreto 609/1982, se ha dictado recientemente la Orden de 24 de 
noviembre de 1982, estableciendo las normas reglamentarias que 
han de presidir la clasificación de las Empresas consultoras y 
de servicios y el procedimiento a seguir en la tramitación de 
los correspondientes expedientes, con lo que, si bien ha que­
dado abierto el camino para poder iniciar la citada clasificación, 
resulta a todas luces imposible que en un lapso tan breve 
como el que resta pueda realizarse la labor precisa para que 
sean clasificadas las Empresas que tienen expedido el certifica­
do de haber solicitado su clasificación como contratistas con­
sultores o de servicios, punto de previo y obligado cumplimiento 
no sólo para situar a todos los contratistas en un plano de 
igualdad de oportunidades, sino también para evitar una res­
tricción en la concurrencia a las correspondientes licitaciones, 
con perjuicio del interés público.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Ha­
cienda y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 25 de mayo de 1983,

DISPONGO:

Artículo único.—Se prorroga hasta el día 30 de junio de 1985 
e1 plazo fijado en la disposición transitoria del Real Decre­
to 609/1982, de 12 de febrero, careciendo de validez a partir
de la indicada fecha los certificados expedidos por la Secretaría


